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Introducción


	El municipio en México ha sido una institución fundamental para la organización territorial de los estados y del país, para la integración política de las entidades federativas, para la organización y representación política; para la aplicación de las medidas legales centralistas y federalistas en las localidades, así como para la atención de las necesidades y demandas sociales. El municipio se ha caracterizado históricamente por ser una institución que ha tenido un valor trascendental en la construcción del Estado-nación en México y, por consiguiente, ha tenido una amplia serie de reformas desde la Constitución de Cádiz (1812) hasta la actualidad, adecuándolas a los requerimientos de la nación.


	La historia del último cuarto del siglo xix y la de las primeras décadas posrevolucionarias, que es el periodo que abarca este estudio, nos ayuda a reconocer al municipio como un organismo sociopolítico, que intervino en la modernidad o el atraso de la organización gubernamental y del desarrollo social y económico nacional y de las entidades federativas.


	En varios momentos de su historia decimonónica (1811-1917), el tema de la libertad municipal ha estado presente en algunos políticos. La entendemos como la institución que permitiría a las autoridades locales, tomar decisiones respecto de los asuntos públicos, el uso de los recursos naturales y los requerimientos sociales; sin injerencia de las autoridades estatales ni federales. En cada momento histórico, la búsqueda de libertad municipal ha estado sustentada en la coyuntura de la época. De acuerdo con Tonatiuh Guillén, la tesis de la libertad municipal sigue marcando su huella y su reclamo al Estado mexicano. Se trata de un proceso cada vez más necesario para fortalecer la estructura política federal y establecer el bien social (Guillén, 2017: 121; Guillén, 2004).


	Desde el momento de redactar la Constitución liberal de 1812 de la monarquía española, los representantes americanos en las Cortes de Cádiz expusieron principios importantes sobre los municipios, como los expuestos por Miguel Ramos Arizpe; quien consideraba que en todas las poblaciones era necesario el municipio, porque cada una de ellas era una “asociación de hombres libres” que requería tener un cabildo o cuerpo municipal constituido por ciudadanos “prudentes”, elegidos por los propios vecinos, y no mandados “despóticamente por el más fuerte”; que se ocuparían del gobierno de cada población, de acuerdo con los principios de libertad, dignidad y demás derechos del hombre y del ciudadano (Ramos, 1992: 35-36). La propuesta de Ramos Arizpe, como de otros diputados, de elegir a los integrantes de los cuerpos municipales y de autorizar su proliferación en el territorio, quedó asentada en la Constitución de Cádiz, aunque quedaron supervisados por las autoridades superiores de las diputaciones provinciales. Herencia liberal que perduró todavía en el México independiente. Se iniciaba apenas la construcción de una institución municipal, bajo un manto legal liberal, con aspiraciones de libertad en el gobierno y de representación de los vecinos —ciudadanos—. Se emprendía el largo camino de reacciones de adaptación, rechazo y aprobación de la legislación liberal, con tendencia a centralizar el gobierno municipal, por parte de los grupos sociales que anhelaban el autogobierno.


	Un momento clave en la historia decimonónica fue el movimiento de Reforma (1855-1863), con el que se expidieron las leyes liberales más radicales, que buscaban formar un Estado moderno.1 Como parte de este movimiento liberal se convocó, en 1856, a la conformación de un Congreso para elaborar una nueva Constitución federal, que fue expedida el 5 de febrero de 1857; uno de los diputados constituyentes más destacados fue José María del Castillo Velasco.2 Presentó un proyecto para darle vitalidad a las municipalidades, que podría haberse incorporado a la Constitución federal que a la sazón se estaba discutiendo, pero disentía de la mayoría de los diputados; sus postulados no se tomaron en cuenta porque hubiera cambiado la estructura general del federalismo de la época que solamente se basada en el contrato entre Federación y estados; sin embargo, sus ideales siguieron presentes en algunos diputados del Constituyente de 1916-1917 (Guillén, 2017: 177). Castillo impulsó dos propuestas, en la primera se buscaba reconocer la libertad de los municipios como parte de los estados, de la misma manera que a éstos se les reconocía como integrantes de la Federación; y la segunda, que los municipios tuvieran la facultad de decretar sobre los impuestos necesarios para realizar obras públicas. El diputado estaba convencido de que la libertad municipal era una de las instituciones políticas que necesitaba la República para promover el autogobierno y organizar un régimen federal democrático. También consideraba que era indispensable una organización política en el ámbito local para enfrentar la extrema iniquidad social que privaba en el país y que principalmente abrumaba a la población indígena (Zarco, 1857: t. I, 512-517).3


	También hubo otros diputados constituyentes en 1856-1857: Isidoro Olvera, Ponciano Arriaga e Ignacio Ramírez; que buscaron incluir disposiciones liberales aunadas a la cuestión social; proponían una reforma de la organización municipal en la estructura federal, que al mismo tiempo que fortalecería la base política, permitiera abatir la pobreza, el analfabetismo y las pésimas condiciones laborales; pero se vieron frenados por los liberales moderados. Se quedaron latentes sus propuestas de libertad municipal, que fueron retomadas por otros grupos opositores a los gobernantes. Fue el caso de los dos movimientos liderados por Porfirio Díaz, el primero amparado en el Plan de la Noria que desconocía la reelección de Benito Juárez (noviembre de 1871) y el segundo, en el Plan de Tuxtepec, que buscaba destituir al gobierno de Sebastián Lerdo de Tejada (enero de 1876). En ambos planes políticos se consignaba la necesidad de reformar la Constitución de 1857 para que la Federación garantizara la libertad de los municipios (González, 1984: 362 y 367). Aunque Díaz permaneció en el poder tres décadas, no cumplió su promesa de la libertad municipal.


	A pesar de los intentos por cambiar la trayectoria del municipio que se había forjado con la tendencia centralista, desde los principios liberales de la Constitución de Cádiz y continuado en las primeras cinco décadas de vida independiente (1821-1876), con la finalidad de consolidar la integración política de las entidades federativas. Proceso que se consolidó durante el régimen de Porfirio Díaz, por el tipo de gobierno fundado en una administración municipal más eficiente y organizada desde los poderes estatales y en una política municipal en manos del jefe político, como continuidad del poder Ejecutivo estatal.


	La política municipal del Estado de México durante ese régimen fue una consecuencia de la política iniciada medio siglo atrás, con el primer decreto estatal de organización de los Ayuntamientos, en 1825, que incluía el pensamiento liberal de José María Luis Mora; lo que permitió la consolidación de un municipio administrativo que respondía a las exigencias de concentración política y de desarrollo económico que promovían las autoridades de los poderes estatales. Con la trayectoria legal sobre la organización de los municipios y su respectiva aplicación, que fomentaron los poderes estatales, se consiguió un gobierno municipal dependiente, durante 1824 a 1876, y una permanencia y consolidación de esa trayectoria entre 1877 y 1910. Apreciamos que los gobernadores y los congresos estatales organizaron el gobierno municipal, en el último tercio del siglo xix, aprovechando tres procesos locales desarrollados con anterioridad:  a) la división político-territorial que se había venido estableciendo en la entidad desde 1861, que precisaba que el territorio del estado quedaba dividido en Distritos políticos (gobernados por el jefe político) y cada uno estaba conformado por municipalidades y municipios;4  b) los lineamientos legales de la época centralista (1845) que reglamentaban con precisión las funciones de los miembros de los Ayuntamientos; y  c) la participación restringida de los ciudadanos en las elecciones y en la integración de los cabildos, aunque se había aprobado que la elección fuera directa (en lugar de indirecta, como se hacía desde lo de Cádiz hasta 1875). En los tres aspectos político-territoriales estuvieron presentes los jefes políticos, como brazos del poder Ejecutivo estatal, para realizar medidas administrativas, organizar la política municipal y disminuir o terminar con las desavenencias sociales (Salinas, 1996: 277-287).5


	Como reacción a esa trayectoria que sojuzgaba al municipio bajo las decisiones de los poderes estatales, que existió en el Estado de México (como en otras entidades del país), se exhibió nuevamente la bandera política de libertad municipal, que fue utilizada por los diversos grupos opositores al régimen de Porfirio Díaz, participantes en la Revolución de 1910. El movimiento revolucionario, al enarbolar como una de sus reivindicaciones la libertad municipal, puso en evidencia un sistema político federal con una marcada tendencia al centralismo. De acuerdo con Merino (1998: 214-215), los diferentes grupos revolucionarios proclamaron tímidamente al municipio libre en el periodo preconstitucional, encabezados por Francisco I. Madero, Venustiano Carranza, Francisco Villa y Emiliano Zapata; siguiendo la propuesta de la corriente triunfadora de Carranza, el municipio libre quedó plasmado en el art. 115 de la Constitución federal de 1917, pasando esta disposición a las Constituciones estatales.


	El movimiento revolucionario provocó el surgimiento del municipio en el ordenamiento Constitucional federal, y en consecuencia en los estatales, como la célula básica para la organización política y administrativa de las entidades federativas, además de eliminar a las autoridades intermedias (jefes políticos) entre Ayuntamientos y gobernador. El municipio adquirió una importancia sin precedentes en la legislación federal, como la estructura gubernamental más cercana a la ciudadanía que podría solucionar sus necesidades y exigencias bajo el lema “Municipio Libre”. El Congreso de la Unión quiso demostrar que era el municipio el que mejor conocía las necesidades sociales y la manera de resol-verlas; pero ni la Federación ni las entidades federativas le dieron verdadera libertad al municipio, quedando centralizadas sus funciones y decisiones en otro núcleo de poder. Esta realidad política la expresa Rendón Huerta:


 Mucho se cuestiona si la penuria y la ineficacia del gobierno municipal, son debidas a la falta de presupuestos suficientes, a la inadecuada administración o a la falta de planes y programas de desarrollo: Pero la causa más directa de la crisis del Municipio es el centralismo. Sí es el Municipio, célula primaria de la democracia y el sistema no permite su consolidación y desarrollo, es lógico derivar que las prácticas demagógicas de la imposición —y no elección, en su sentido— de los munícipes, y las medidas antidemocráticas, estén dando resultados tan deplorables, como los que de hecho se observan en la mayoría de los municipios del país [Rendón, 1985: 331].


	Esta cuestión de la falta de libertad municipal en los municipios posrevolucionarios, es la que se desarrolla en el presente texto, ajustándonos a lo acontecido en materia política en el municipio de Toluca, Estado de México. Se inicia el estudio en la época porfiriana y termina en 1940; ya que es el porfiriato donde siguen funcionando los Ayuntamientos de Toluca bajo el dominio de los poderes estatales, cargando con una trayectoria de centralización muy lejana a la libertad municipal propuesta por varios grupos políticos que apoyaron los principios tuxtepecanos; y en 1940, el Congreso estatal expidió la segunda Ley Orgánica Municipal de la entidad, con la que se derogó la primera Ley municipal de 1919, derivada de la Constitución estatal de 1917. Esta primera Ley Orgánica Municipal fue producto del cambio en la política estatal, que seguía las indicaciones revolucionarias de municipio libre. Por lo tanto, el objetivo de esta investigación es explicar los motivos por los cuales la elevación a rango Constitucional del municipio libre, como uno de los corolarios de la gesta revolucionaria, no bastó para hacer de la libertad municipal una realidad. Para contribuir a esa explicación se expondrán las disposiciones legales y su correspondiente aplicación en la vida municipal, durante el porfiriato; los primeros gobiernos revolucionarios, y después de la expedición de la Constitución de 1917.


	Las preguntas centrales que atraviesan el volumen son: ¿Cuáles fueron las características del gobierno municipal de Toluca que lo hacían dependiente de los poderes estatales, por medio del jefe político, durante el porfiriato? ¿Cuáles fueron los principios en que se basó la reivindicación de libertad municipal del movimiento revolucionario? ¿Cuál fue la legislación estatal destinada a implementar la libertad municipal después de 1917? ¿Cuáles fueron las prácticas políticas y sociales del gobierno municipal, producto del movimiento revolucionario y que le darían libertad municipal? Con estas preguntas se busca entender los motivos por los cuales al retirar al jefe político de la escena del gobierno local, otorgar personalidad jurídica al municipio y encargarles a las legislaturas locales ocuparse de la hacienda municipal, como se expresaba en el art. 115 Constitucional, no pudieron romper con las experiencias y normas del centralismo municipal.


	Cada pregunta corresponde a cada uno de los cuatro capítulos en que está dividido el trabajo:  1) de las pretensiones de libertad municipal a la subordinación municipal de Toluca a los poderes estatales, durante el porfiriato (1877-1910);  2) de las reivindicaciones revolucionarias de libertad municipal a la realidad revolucionaria de la municipalidad de Toluca (1911-1917);  3) la legislación del Estado de México que pretendía la libertad municipal (1917-1940); y  4) el funcionamiento del “municipio libre” en Toluca (1917-1940). Consideramos como hipótesis que el anhelo revolucionario de libertad municipal no se concretó en el Estado de México, porque la legislación local no procuró incorporarlo, emulando las disposiciones del Congreso de la Unión, debido a que el sistema político (federalismo/centralismo) heredado del siglo xix, no tuvo ruptura. La desarticulación del poder ocasionada por la lucha armada, orilló a autoridades federales y estatales a capitalizar el proceso de centralización de las decisiones del municipio en los poderes estatales, pero ahora respetando el dictado Constitucional de prescindir del jefe político.


	La metodología a seguir está apegada a la que utilizó Tonatiuh Guillén en su trabajo “La larga marcha del municipio mexicano”; en el cual asume como guía de análisis la reivindicación del municipio libre, que reclama una institución esencial que posibilite el autogobierno de la sociedad local. Este análisis requiere comprender y ubicar en cada tiempo histórico, formas y actores de la sociedad local; el tiempo revolucionario que marcó Guillén como un parteaguas, fue la Constitución de 1917 con su art. 115, que constituyó el municipio libre desde la Federación a las entidades federativas, pero agregando que continúa siendo “la libertad municipal un rubro pendiente” (Guillén, 2017: 175-176).


	Siguiendo a Guillén, haremos un balance de las demandas de libertad municipal desde mediados del siglo xix, como la de Castillo Velasco, hasta las que persiguen grupos políticos en el marco del movimiento revolucionario; también destacaremos la compleja presencia del gobierno municipal en la época del porfiriato, carente de libertad municipal por su dependencia del gobernador y del Congreso estatal; para después apreciar y comparar en qué medida el contenido jurídico de 1917, no dio los resultados esperados en el municipio entre 1917 y 1940. Guillén expone que las reivindicaciones de libertad municipal durante la Revolución eran solamente políticas “con fondo social”, que no tuvieron capacidad para traducirse en una base alternativa, instrumental, para alcanzar el autogobierno local (Guillén, 2017: 177-178); afirmación que estudiaremos con la práctica de las formas concretas del ejercicio de libertad municipal plasmado en la legislación del Estado de México, que afectó a los actores del municipio. Incorporar la dimensión jurídica es importante, condensada en los documentos constitucionales federal y estatal, en las leyes estatales y en la propia reglamentación municipal, particularmente en los Bandos de Policía y Buen Gobierno.


	Los conceptos que Guillén articula necesariamente con la libertad municipal, son la soberanía popular y el tipo de federalismo, en el siglo xix y en el gobierno posrevolucionario; que tomaremos en cuenta al incorporar los asuntos electorales y de Reforma agraria, que permiten apreciar las relaciones de poder entre el municipio de Toluca, el gobierno estatal y la Federación. El desarrollo de estas cuestiones determinará en qué medida las elecciones y el problema agrario fueron parte de las decisiones propias del ámbito de la esfera municipal, o comprobarán la tesis del autor; la cual asegura que se estableció un municipio libre regulado externamente, quedando de nuevo en un federalismo dual (Federación y estados) tutelado y sin control social de su funcionamiento (Guillén, 2017: 182).


	Consideramos como algo trascendental el hecho de profundizar en la propuesta de Guillén: analizar la presencia de la añeja tensión de libertad municipal en el modelo Constitucional de 1917, relativo a la institución municipal que quedó subordinada a instancias jurídicas superiores, ya sea estatales o federales. El modelo Constitucional buscó confirmar el papel administrativo del Ayuntamiento, su elección directa, la eliminación de las autoridades intermedias (jefes políticos), la hacienda municipal bajo las decisiones de las legislaturas estatales, y un municipio con personalidad jurídica. Fueron logros que no bastaron para romper con la progresiva concentración de funciones públicas en el gobierno estatal y a veces el federal; por ende, “[…] se consolidó una entidad ajena a las sociedades municipales, base imposible del autogobierno”(Guillén, 2017: 187).


	Como nuestro interés es seguir la metodología de Guillén, existe en la investigación una relación entre historia y sociología, que está delimitada por el proceso histórico que buscó libertad municipal, entre 1877 y 1940. Este proceso requiere comprender y explicar las relaciones políticas y sociales entre los detentadores del poder y los gobernados, como consecuencia del paso de la sociedad porfiriana a la revolucionaria, y de ésta a la posrevolucionaria.


	Hasta ahora se ha estudiado el municipio desde diversas perspectivas: política, económica, histórica, sociológica, jurídica y de la administración pública. Las investigaciones realizadas con la temática que nos ocupa, de libertad municipal, han mostrado enfoques complementarios entre las perspectivas. Destacamos a continuación algunos de los trabajos que tienen como tema central la libertad municipal, que ayudaron al planteamiento de la presente investigación.


	Uno de los primeros autores que escribieron sobre la libertad municipal en México, utilizando la trayectoria histórica municipal para explicar su presente, fue François Chevalier, en el artículo “La libertad municipal, antigua y permanente reivindicación mexicana”; en donde hace una rápida revisión de las raíces históricas de la aspiración de libertad municipal que tenían los pueblos, desde la época colonial hasta los gobiernos posrevolucionarios, llegando a las reformas descentralizadoras de 1985. Considera que la libertad municipal fue una vía para aprender la democracia en las poblaciones urbanas y rurales; interesándose en estas últimas. Destaca que esa aspiración era enérgica desde finales del siglo xvii y sobre todo en el siglo xviii. Explica que, en la época del México independiente, con los principios liberales que dejaron en manos de las legislaturas estatales las decisiones municipales, se marginó a miles de pequeños pueblos. Señala que en el porfiriato hubo levantamientos indígenas motivados por la aspiración popular de libertad municipal, llegando hasta la Revolución, cuando parecía que se cumpliría la antigua demanda; pero aún en 1985 seguía siendo tan sólo una añeja aspiración (Chevalier, 1989: 433-449).


	En su libro Gobierno local, gobierno nacional. La contienda por la formación del Estado mexicano, Mauricio Merino se propone estudiar el desempeño de los municipios como instituciones políticas en el proceso de la formación del Estado nacional. El autor considera que los municipios fueron perdiendo gradualmente poder de decisión, aunque la Constitución de 1917 les ofreció la posibilidad de ser la base del orden territorial, al tiempo que el Estado-nación fue ganando fuerza; de tal manera que los municipios “[…] fueron aliados del centralismo político mexicano” (Merino, 1998: 14). El Estado mexicano posrevolucionario se derivó de un pacto entre los caudillos regionales herederos de la Revolución, el cual consolidó el centralismo en el poder. En términos de este centralismo, la Revolución poco transformó las relaciones del poder municipal (Merino, 1998: 15). La libertad municipal fue vista desde el centralismo, por ello “[…] se entendió como un tema secundario”, su tratamiento quedó subordinado a tres problemas: el control político que ejercían los jefes políticos, que fue atacado por los revolucionarios; el control de las elecciones; y el reparto agrario. “El municipio fue concebido como un instrumento, más que como una institución relevante por sí misma” (Merino, 1998: 215).


	Lorenzo Meyer también se ha ocupado de la libertad municipal, como una profunda reivindicación revolucionaria, en su texto “El municipio mexicano al final del siglo xx. Su historia, obstáculos y posibilidades”; considerando que quedó instituido en una “[…] demanda insatisfecha y no en una realidad” debido a que el movimiento armado no destruyó las tendencias políticas centralizadoras del régimen anterior (Meyer, 1995: 238). Esto debido a que el Congreso constituyente federal ordenó que las legislaturas estatales decidieran sobre los recursos económicos de los municipios de su entidad, y a que las libertades del municipio eran las que los gobernadores permitían (Meyer, 1995: 239). Concluye su texto expresando: “Al terminar el siglo xx, el ‘municipio libre’ sigue siendo casi lo mismo que era al principiar el siglo: una promesa”(Meyer, 1995: 252).


	Blanca Acedo Angulo escribió un libro titulado  La libertad municipal en México, 1824-1928, que se centra en la temática de nuestra investigación, ya que su hilo conductor es la revisión de las ideas y propuestas legislativas precursoras del concepto de la libertad municipal en el Congreso constituyente de 1916-1917, y en general, en el régimen federal mexicano. Cuando la autora analiza los artículos constitucionales referentes al municipio, destaca que éstos impidieron el establecimiento de las “bases del autogobierno municipal” (Acedo, 2009: 86). Considera que el año de 1928 marcó el fin de una etapa con la supresión de los municipios en el Distrito Federal, lo que provocó que éste se volviera dependiente del presidente de la República; dejando en claro la tendencia del gobierno posrevolucionario hacia una concentración del poder político. Concluye su estudio aseverando que


	[…] el municipio libre se convertiría sólo en una aspiración porque en los hechos esta institución fue degradada. No sólo estaría subordinada a los otros poderes, sino que sería presa de la impunidad de sus representantes populares y se alejaría de la idea original de que fuera expresión de la voluntad popular y del autogobierno [Acedo, 2009: 129].


	Otro estudioso de la trayectoria del municipio mexicano es David Cienfuegos Salgado, quien, en su texto, en coautoría con Manuel Jiménez, “México, aspectos básicos del régimen Constitucional del municipio”, hace un recorrido histórico sobre el papel del municipio en el federalismo, desde la primera República federal iniciada en 1824, hasta los albores del siglo xxi; y hace una aproximación al régimen jurídico del municipio. Cuando se analiza el municipio, derivado de la Revolución mexicana y de la larga hegemonía de un solo partido político, explica que el fortalecimiento del presidente de la República influyó en el tipo de federalismo marcado por el centralismo y, en consecuencia, fue perceptible en el ámbito municipal; que se ha caracterizado por una institución sometida a los gobernadores y éstos al presidente (Cienfuegos, 2008: 448-449). Con las reformas posteriores a 1917, afirman que se han alcanzado avances legislativos; sin embargo, el municipio debe “[…] hacer frente a las dinámicas institucionales que exigen las nuevas estructuras político-sociales”(Cienfuegos, 2008: 461). En opinión de los autores, uno de los aspectos que merecen ser replanteados es el reconocimiento de los municipios como instancias gubernativas para terminar con las prácticas que “[…] atentan contra la libertad del municipio” (Cienfuegos, 2008: 464).


	Helga Baitenmann identifica, en su artículo “Las paradojas de las conquistas revolucionarias: municipio y reforma agraria en el México contemporáneo”, las contradicciones de las conquistas revolucionarias, entre el municipalismo y el agrarismo. Explica que la Constitución de 1917 ordenó que el municipio fuera la base de la división territorial y de la organización político-administrativa de los estados, pero también el movimiento agrarista logró que en esa Constitución se reconociera una estructura agraria paralela a la municipal. Las dos posturas se enfrentaron en la práctica de la Reforma agraria, permitiendo que se crearan poderes locales paralelos a los Ayuntamientos. Fueron dos principios revolucionarios incompatibles que provocaron que los cabildos quedaran excluidos de la toma de decisiones en el territorio de su municipio (Baitenmann, 2001: 103-123).


	Con la visión de analizar el municipio desde el Derecho Constitucional, María Solange Maqueo realizó su ensayo “Las aporías de la libertad municipal en el sistema constitucional mexicano”. Ella expone que uno de los bastiones del movimiento revolucionario que ocupó un lugar importante en los debates constitucionales, fue la libertad municipal, junto con la Reforma agraria y la laboral. Afirma que


	[…] el principio de libertad municipal es más una fórmula teórica que designa las aspiraciones del movimiento revolucionario constitucional, encabezado por Carranza, que una realidad constante en la organización estatal [Maqueo, 2005: 377].


	Agrega que una de las razones de la situación del municipio radica en la forma de federalismo; ya que “[…] el fortalecimiento de los municipios necesariamente implica el debilitamiento de los estados” (Maqueo, 2005: 377); debido a que las decisiones que recupere el municipio se restarán de la esfera de competencia de las entidades federativas.


	Carlos Francisco Quintana Roldán estudia, en su libro  Derecho municipal, el municipio en su compleja y plural realidad institucional, destacando el orden jurídico que lo norma dentro de la organización del Estado moderno, sin perder de vista los factores sociales que lo han alterado históricamente. En su capítulo sobre “La autonomía municipal”, explica que en la Constitución federal de 1917 no se utilizó la palabra autonomía, solamente “municipio libre”, pero en “una perspectiva de nuestra historia” este concepto contiene los elementos que se atribuyen a la autonomía municipal; esto significaría el derecho del municipio para elegir a sus gobernantes; para que se otorgue a sí mismo sus normas, sin injerencia de otros poderes de gobierno; y para que cuente con “disposición libre de su hacienda” o sus propias recaudaciones (Quintana, 2003: 185). Divide a la autonomía municipal en autonomía política, administrativa y financiera, que las analiza bajo el ordenamiento supremo del Estado, encontrando que el art. 115 Constitucional y sus reformas, en particular la de 1983 y 1999, han sido favorables en el reforzamiento de las autonomías. Este mismo autor, en su trabajo “El Municipio Libre producto genuino de la Revolución Mexicana”, reconoció que, si bien la Constitución de 1917 estableció las reglas de la organización y las competencias de los municipios para crear el ejercicio de las libertades municipales, […] los mexicanos queremos un municipio altamente autónomo en lo político y suficientemente autárquico en sus componentes administrativos y financieros [Quintana, 2010: 466]. Propone reformas constitucionales “[…] con el fin de que el municipio mexicano esté ubicado como parte de las instituciones a través de las cuales se ejerce la soberanía nacional” (Quintana, 2010: 471). El autor encuentra que la institución municipal tiene grandes retos que cumplir, a pesar de los avances que ha tenido en el marco Constitucional.


	En varios textos sociológicos, Tonatiuh Guillén analiza el papel de los municipios en la composición del Estado mexicano y del sistema federal; entre esos textos se encuentra  Bases para una reforma constitucional en materia municipal, donde la Red de Investigación de Gobiernos Locales Mexicanos propone, a la Cámara de Diputados, reformas que puedan contribuir a la definición de los principios constitucionales, para establecer bases institucionales para el municipio. Guillén explica, en la primera parte del trabajo, que el eje conceptual de estas propuestas es la reivindicación de la libertad municipal, ya que en torno a ella se ha desarrollado el debate legislativo sobre el municipio en México, en su etapa federalista (Guillén, 2004: 10). Su concepto valora el fortalecimiento del autogobierno y promueve el despliegue de las capacidades locales para atender los asuntos públicos inmediatos. El primer logro fue “[…] el reconocimiento del municipio libre como parte de la estructura del Estado nacional” en la Constitución federal de 1917; con lo cual se modificó el significado del Estado y del federalismo. No obstante, la legislación de las entidades federativas siguió su inercia para no desarrollar los fundamentos de la libertad municipal, prolongando las prácticas políticas de subordinación congruentes con la historia. Esta realidad implica una tensión, ya que, por un lado, ha prevalecido el federalismo dual (Federación-estados) que remitía la definición municipal al gobierno interior de los estados, que consolidó la Constitución de 1857; y por otro, la existencia de la evolución del texto Constitucional en materia municipal (Guillén, 2004: 17).


	Entre los pioneros en el estudio de la libertad municipal en el Estado de México se encuentra Mario Colín, quien en su obra  El Municipio Libre, dedicó un capítulo al estudio de las disposiciones legales en materia municipal de la entidad, desde 1824 hasta las vigentes en la década de 1940-1949; también agregó sus comentarios sobre los graves problemas derivados de la centralización del municipio, principalmente entre 1920 y1940, que provocaron que “[…] la ley municipal era letra muerta en lo que se refería a las libertades de la comuna”(Colín, 1978: 112).


	Los estudiosos del ámbito municipal que han analizado, desde varias disciplinas, los logros y carencias de las normas constitucionales de 1917 referentes a la libertad municipal, nos han aportado elementos jurídicos, datos históricos y líneas metodológicas; tomándolos en cuenta, queremos profundizar en un solo municipio, el de Toluca, para apreciar la historia, los logros y carencias en la búsqueda de la libertad municipal. Para ello, hacemos un recorrido cronológico de 1877 a 1940. Iniciamos conociendo las características del gobierno municipal subordinadas a los poderes estatales, por medio del jefe político, durante el porfiriato; para continuar con el análisis de la realidad en que vivía la municipalidad de Toluca durante una época en que el movimiento revolucionario nacional reivindicaba la libertad municipal. Siguiendo el derrotero de la libertad municipal, incorporamos la legislación del Estado de México entre 1917 y 1940, contemplando la Constitución estatal, la Ley Orgánica Municipal, la Ley Electoral, y los Bandos de Policía y Buen Gobierno de Toluca; para concluir con el funcionamiento de la libertad municipal en Toluca, con atención en algunos resultados del proceso electoral, la aplicación de los bandos y de la Reforma agraria, como tres ejemplos de los rubros gubernativos donde se puede apreciar las prácticas de subordinación municipal a otros poderes, estatal o federal.


Notas


1 Las Leyes de Reforma se expidieron durante los gobiernos de Juan Álvarez, Ignacio Comonfort y Benito Juárez, entre 1855 y 1863. Su objetivo fue crear las medidas legales que construyeran un Estado-nación liberal, sin rezagos coloniales; por lo que se propusieron, entre otras metas, la separación de la Iglesia y el Estado. Las leyes principales son: la “Ley Juárez” (1855) que suprimió los tribunales especiales al abolir los fueron militares y religiosos; la “Ley Iglesias” (1857) que prohibía el cobro de derechos y obvenciones parroquiales; la “Ley Lafragua” (1855) que garantizaba la libertad de expresión a los medios impresos; la “Ley Lerdo” (1856) que desamortizaba los bienes de las corporaciones eclesiásticas y civiles; la “Ley del Registro Civil” (1859) que establecía que el registro del estado civil de las personas quedara a cargo de empleados de gobierno y no de la Iglesia católica; la Ley de la Nacionalización de los Bienes Eclesiásticos (1859); La Ley del Matrimonio Civil (1859); La Ley de Exclaustración de Monjas y Frailes (1859); la Ley de Libertad de Cultos (1859); la Ley de Secularización de Hospitales y Establecimientos de Beneficencia (1861); y, por último, la Ley que Extinguió las Comunidades Religiosas (1863).


2 Fue abogado y periodista liberal. Diputado liberal por el Distrito Federal [actual Ciudad de México]en el Congreso Constituyente de 1856-1857 (el Congreso estuvo integrado por 155 diputados constituyentes), en el cual fue miembro de la comisión redactora de la Constitución, y se destacó por proponer la inclusión de tres temas en la Carta Magna: la autonomía municipal, la propiedad social y el desarrollo social; que no fueron incorporadas. Escribió para  El Monitor Republicano (1867-1872) artículos sobre asuntos sociales: la raza indígena, la rebelión indígena en Chiapas, la educación indígena, la construcción de un comedor para pobres. Combatió en las batallas que finalizan con la intervención francesa como coronel al mando del general Mariano Escobedo en el sitio de Querétaro en 1867. Fue secretario de Gobernación del presidente Benito Juárez (marzo de 1871 a junio de 1872), ministro presidente del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal durante el primer gobierno de Porfirio Díaz (1877-1881) y director de la Escuela Nacional de Jurisprudencia (1879-1883). Entre 1874 y 1875 publicó en dos tomos su obra  Ensayos sobre el Derecho Administrativo mexicano. También publicó, en 1879, el libro  Apuntamientos para el estudio del Derecho Constitucional mexicano.  Enciclopedia Parlamentaria de México. “Serie V. Los grandes temas de la nación y las políticas nacionales” (documento disponible en el sitio de Internet: http://www.diputados.gob.mx/sedia/sia/re/RE-ISS-07-06-05.pdf [consultado en octubre de 2017]); Suprema Corte de Justicia, “Algunos caracteres de la Corte en este periodo” (disponible en el sitio: https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/2/933/4.pdf [consultado en octubre de 2017]).


	3 Tema que se incorpora en el segundo capítulo de este libro.


4 A partir del Decreto 81 del Congreso del Estado de México, del 15 de octubre de 1852, se facultó al gobierno del estado para dividir el territorio, se dispuso que: “[…] los distritos en que se halla dividido el territorio del Estado, constarán de partidos y éstos de municipalidades y municipios […] a las municipalidades o municipios, corresponderán las poblaciones, haciendas, rancherías, ranchos y lugares más inmediatos […] Se procurará que las poblaciones o secciones que se unan a un distrito, partido, municipalidad o municipio, sean las más homogéneas en carácter, costumbres y usos de los habitantes” ( Colección de decretos,1868: t. 5, 119-120). Era la primera ocasión en el Estado de México en que se reconocía legalmente la existencia de las dos categorías político-territoriales, que siguieron vigentes hasta 1917. Los municipios elegían popularmente a “municipales” encargados de la administración de los pueblos en las poblaciones de menos de 4 mil habitantes, y las municipalidades seguirían con el procedimiento de elegir Ayuntamiento en poblaciones mayores de 4 000 habitantes. Los pueblos que solicitaran la erección de un municipio requerían el censo de población, el informe de los fondos con que contaban y las haciendas y ranchos que integrarían la demarcación. La Constitución del Estado de México de 1861 reconoció esta división territorial. A partir de la Ley Electoral estatal de 1871, los municipios también pudieron elegir Ayuntamiento (de 3 integrantes), mientras que las municipalidades tenían más integrantes: de menos de 5 000 habitantes (5 integrantes), entre 5 001 y 9 999 habitantes (7 integrantes) y con más de 10 mil habitantes (13 integrantes). En este volumen nos referimos a la municipalidad de Toluca, porque tuvo esta categoría político-administrativa durante todo el siglo xix y hasta 1917, cuando desapareció esta categoría porque todo el nivel municipal del país estaría integrado por municipios, por lo que a partir de ese año hablamos del municipio de Toluca.


	5 En otra obra (Salinas, 1996) estudié “[…] la manera en que se dio el proceso municipal del Estado de México entre 1825 y 1880 (con antecedentes de la Constitución de Cádiz), para llegar a comprender la importancia de las alternativas de libertad municipal propuestas entre 1876 y 1880” (pp. 15-17); así mismo se resaltaron “[…] las disposiciones legislativas que dieron lugar a la organización administrativa, política y territorial del municipio, la jerarquización de las autoridades municipales y la participación y representación de los ciudadanos en la vida política de los municipios entre 1812 y 1880” (p. 21). Los resultados de esa investigación constituyen la base para continuar indagando en los asuntos municipales, pero ahora en un solo municipio, Toluca, durante el porfiriato y las décadas posteriores a la consagración Constitucional del municipio libre.


I






De las pretensiones de libertad municipal a la subordinación municipal de Toluca durante el porfiriato





	Este capítulo tiene la finalidad de mostrar, primero, las principales propuestas de libertad municipal expuestas por diferentes grupos políticos, entre 1856 y 1878, para posteriormente examinar la manera en que se desarrollaba el gobierno municipal de Toluca, centralizado en los intereses de los poderes estatales, bajo la tutela del jefe político, durante el porfiriato; ya que no se concretó ninguna de las propuestas de libertad municipal. El capítulo es el antecedente necesario para valorar la reivindicación revolucionaria de libertad municipal.


	No pretendemos hacer un análisis exhaustivo de la diversidad de actividades gubernativas municipales de Toluca desarrolladas en el siglo xix, tan sólo señalamos tres elementos básicos para el estudio de cualquier municipio o municipalidad en la época porfiriana: 1. su localización dentro de la división territorial administrativa y la población que tenía la municipalidad de Toluca y el distrito político al que pertenecía, como elemento fundamental para conocer dónde se localizaba la municipalidad articulada al distrito y algunas características de los habitantes que gobernaba; 2. la legislación del Estado de México que normaba la práctica municipal, aunque ésta haya sido expedida en décadas anteriores al porfiriato, considerando las disposiciones de los poderes estatales y, derivados de éstas, los bandos de policía y buen gobierno formulados por el Ayuntamiento; y 3. las relaciones de adaptación y rechazo que tenía el jefe político con la sociedad y las autoridades de la municipalidad de Toluca; examinadas en el último cuarto del siglo xix y primera década del siglo xx.1


	Al concebir al municipio (comprendiendo municipalidades y municipios) no sólo como la organización político-administrativa que servía de base a la división territorial y organización política de los estados, sino como un espacio adecuado para mejorar las condiciones de vida de la sociedad y reconocer el esfuerzo de sus habitantes por acceder a una vida digna, estaremos en la tarea de percibir un municipio, bajo las reglas políticas de la entidad, pero con una dinámica social. La existencia de los municipios en el porfiriato revelaba profundos cimientos políticos que se relacionaron con el gobierno y la administración pública estatales, por medio del jefe político; y su dinámica social nació de la vida en común de grupos sociales (pueblos, hacendados, comerciantes) con autoridades municipales (Ayuntamientos, auxiliares, jueces conciliadores), ligados entre sí por el vínculo de muchas décadas, de propiedades comunes, de cargas solidarias y de todos los actos cotidianos que contribuyeron a conformar el municipio.


	Uno de los principales actores con injerencia en la vida municipal, entre 1861 y 1917, fue el jefe político, que existió con diversos nombres (prefecto, subprefecto), desde la erección del Estado de México hasta la Revolución mexicana. Esta institución liberal fue adaptándose en cada una de las etapas del gobierno decimonónico; la elite gobernante de la entidad (congresos y gobernadores) fue imponiendo por mediación del jefe político su proyecto, pasando por encima de las resistencias de los intereses locales, otorgándole funciones y obligaciones específicas. Las acciones de los jefes políticos durante el porfiriato siguieron respondiendo a los requerimientos del gobernador, como sucedió desde su creación, pero buscando la manera de articularlas a las necesidades de los Ayuntamientos y los habitantes, que estaban bajo su gobierno. Las estructuras de gobierno durante el porfiriato mostraron capacidad de adecuación y entendimiento entre la actuación del jefe político y las demandas de los diversos sectores sociales locales. Estuvieron presentes tanto los métodos coercitivos como los de negociación, ambos con la venia del poder Ejecutivo estatal (Falcón, 2015: 438-443).


	Los jefes políticos eran los brazos del gobernador para realizar medidas administrativas, organizar la política municipal y disminuir o terminar con las desavenencias locales. Estaban a cargo de los distritos políticos, que comprendían una delimitación territorial integrada por varios municipios y municipalidades.Por medio de este funcionario, las políticas de los poderes estatales, durante el último tercio del siglo xix, siguieron ocupándose de los intereses creados en la política interna, articulándolos al proyecto de desarrollo nacional. Se enfrentaron a tradicionalismos frente a liberalismo, a peticiones de autonomía municipal contra fuerzas externas que las opacaban, a representación y participación ciudadana frente a funcionarios impuestos por los poderes estatales.


	Los jefes políticos eran estratégicos como organizadores del orden administrativo y mantenimiento de la paz pública en el nivel municipal e intermediarios de los habitantes y de los Ayuntamientos, bajo las instancias superiores del gobierno estatal. Sus atribuciones formales eran amplias y variadas en los principales acontecimientos municipales, dadas en 1868: como el control del poder armado, las negociaciones para mantener en paz a la población, los cambios y permanencias de la estructura de la propiedad territorial y las cuestiones político-electorales.


	A sus poderes formales debía agregarse un amplio margen de poder informal. El juego político real se regía por la combinación de atribuciones legales y de reglas informales dictadas por lealtades antiguas, amistades, compadrazgos, acuerdos ajenos a aquellas disposiciones que contaban con firmas y sellos oficiales. Este poderío estuvo presente en algunos arreglos entre involucrados, que pasaban por alto disposiciones y leyes, cuya aplicación podría alterar la estabilidad social; ya que entre sus principales cometidos estaba impedir por cualquier medio una insurrección. Las disposiciones del presidente Porfirio Díaz fueron particularmente insistentes con los gobernadores en que procuraran el avenimiento con la parte social inconforme para evitar cualquier alteración pública. Para Díaz, al igual que para los gobernadores, el orden y la estabilidad fueron las condiciones cruciales para el crecimiento económico, la eficacia hacendaria y el desarrollo administrativo. Los jefes políticos fomentaron, previnieron, encauzaron, contuvieron y solucionaron problemas, principalmente en el fraccionamiento y el deslinde de terrenos, porque las demandas de los habitantes en este rubro estaban íntimamente ligadas con su capacidad de sobrevivencia, cohesión e identidad (Falcón, 2015: 452-463).


	Por la injerencia del jefe político y los diversos intereses de los grupos sociales, el municipio porfiriano adquirió connotaciones muy complejas, en la conformación territorial, administrativa, política y social. El papel del municipio fue decisivo desde la integración de la entidad federativa y del país mismo, al heredar factores y conceptos coloniales tales como: “cabeceras”, “barrios”,“cabildo”, que se enfrentaron a leyes, prácticas e ideologías del liberalismo. Desde el liberalismo gaditano hasta el liberalismo económico del porfiriato inspirado en la idea de progreso, el municipio fue modificándose y adaptándose.


	Los Ayuntamientos tuvieron que legitimar constantemente, durante las diversas etapas del siglo xix, sus posiciones de autoridad municipal frente al poder del jefe político. Aunque se había menoscabado poco a poco su decisión política durante 50 años (1824-1877), el poder social persistió y sus actividades político-administrativas se seguían adaptando a las normas dictadas por los Congresos locales y a la supervisión del poder Ejecutivo estatal.


	A continuación, se presentan cuatro apartados; en el primero exponemos los principales precursores de la libertad municipal en el país, desde la época de las disertaciones liberales que surgieron con la discusión del proyecto de la Constitución federal de 1857 a las propuestas políticas surgidas con la promesa tuxtepecana de Porfirio Díaz en 1876. A pesar de estas propuestas que pugnaban por fortalecer al municipio constitucionalmente desde la Federación, esto no se logró, dejando las disposiciones municipales a cargo de los Congresos estatales, como había acaecido desde 1824. Aunque esas propuestas se convirtieron en los antecedentes teóricos de la libertad municipal, es importante considerar que no fueron tomados en cuenta por el Congreso Constituyente de 1856-1857, ni por el Congreso de la Unión en 1877, ni por el presidente Porfirio Díaz. Así, los municipios del Estado de México continuaron durante el porfiriato articulados a los poderes estatales, como exponemos en los siguientes tres apartados, con el caso particular de la municipalidad de Toluca; en el segundo apartado se exponen la división político-territorial de la entidad, los aspectos demográficos y algunas características sociales que distinguieron al distrito y a la municipalidad de Toluca durante el porfiriato, para apreciar su singularidad; en el tercero se presenta el marco legal en el que se respaldaban las prácticas administrativas de los municipios en el Estado de México, dictadas en la  Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México de 1870, en las Ordenanzas Municipales, en la normativa de los jefes políticos y en los bandos municipales; y finalmente, en el cuarto apartado se explica la relación del jefe político con autoridades y habitantes del municipio de Toluca. En los últimos tres apartados se expone la continuidad de la subordinación del gobierno municipal porfiriano de Toluca, a pesar de las advertencias expresadas por pensadores políticos sobre la necesidad de libertad municipal para fortalecer el sistema de gobierno, las entidades federales y el bienestar de las comunidades en el país.


	
Precursores de la libertad municipal (1856-1878)


	Entre 1856 y 1877, levantaron la voz algunos personajes que demandaban a las autoridades federales (Congreso de la Unión y presidente de la República) la libertad municipal en la legislación federal y en las prácticas políticas locales. En un primer momento fueron los diputados del Congreso Constituyente de 1856 y 1857,2 José María del Castillo Velasco, Ponciano Arriaga, Isidoro Olvera e Ignacio Ramírez, quienes representando el liberalismo social de la época, defendían un código fundamental basado en un sistema republicano, democrático y federal, y proponían modificaciones sociales aplicadas al municipio. En un segundo momento, varios representantes de grupos políticos, Prisciliano María Díaz González, Plotino Rhodakanaty y editorialistas de la prensa liberal, expusieron sus puntos de vista sobre la promesa de libertad municipal de Porfirio Díaz en el movimiento tuxtepequense de 1876.


	El diputado José María del Castillo Velasco presentó, como voto particular en el Congreso Constituyente de 1856-1857, un planteamiento para que la libertad municipal quedara como un postulado más de la Constitución federal. Inició su alocución cuestionando la apatía de la sociedad mexicana al ver el derrumbe de instituciones políticas que debían afianzar su libertad y su bienestar social, como lo había ofrecido el Plan de Ayala (1854). Castillo consideraba que el proyecto de Constitución, que se estaba discutiendo, reconocía la libertad a las partes de la Federación, que eran los estados, para su administración interior; así también, debía reconocerse la libertad a las partes constitutivas de los estados, que eran las municipalidades.


	Para Del Castillo Velasco las municipalidades constituían la primera expresión de la soberanía popular; éstas fundaban los estados, que a su vez daban vida al pacto federal. El municipio, desde su perspectiva, era la base para la organización de un régimen federal democrático [Acedo, 2009: 44].


	A través de la participación ciudadana se podrían desarrollar estas partes, por ello se preguntaba:



	¿Por qué los ciudadanos han de tener la facultad, la posibilidad de proveer al bienestar y al desarrollo de su estado, y no han de tenerlo también para proveer al bien y al desarrollo de su municipalidad? [ El debate de la Constitución, 1994: 158].


	Consideraba que las instituciones municipales debían procurar el bienestar social:


	Buscando la prosperidad de los pueblos, y siguiendo sin vacilar las consecuencias del principio de la soberanía popular, propongo al augusto Congreso como un artículo de la Constitución que toda municipalidad con acuerdo con su consejo electoral, pueda decretar las medidas que crea convenientes al municipio [ El debate de la Constitución, 1994: 159].


	Los ciudadanos podrían decretar las medidas y obras administrativas necesarias y votar y recaudar los impuestos que estimaran esenciales para satisfacer las obras acordadas en la municipalidad. La libertad en la administración municipal era importante para los ciudadanos, pero no suficiente para el bienestar de sus habitantes, porque la mayoría de ellos estaban en la miseria, por no tener terrenos para cultivar, principalmente en los pueblos indígenas. La Constitución podría remediar esa situación proporcionándoles los medios de subsistencia, para que, conociendo las ventajas de la libertad, supieran usarla y defenderla. Se les daría propiedad a los indígenas y trabajo; con ello se les reconocería su derecho a la propiedad. Castillo propuso:


	Adición 2ª. Todo pueblo en la República debe tener terrenos suficientes para el uso común de los vecinos. Los estados de la Federación los comprarán si es necesario, reconociendo el valor de ellos sobre las rentas públicas.


	Adición 3ª. Todo ciudadano que carezca de trabajo tiene derecho de adquirir un espacio de tierra cuyo cultivo le proporcione la subsistencia […] Los estados emplearán para este efecto los terrenos baldíos que haya en su territorio y las tierras de cofradías, comprando, si fuera necesario, a los particulares [El debate de la Constitución, 1994: 163].



	La libertad municipal que percibía Castillo Velasco comprendía de manera integral:  1) el apoyo de la ley fundamental del país para reconocer constitucionalmente esa libertad a las entidades federativas; 2) la participación ciudadana a través del Colegio Electoral para atender las necesidades en obras públicas y los impuestos que se requerían para realizarlas; y  3) la colaboración de las autoridades estatales para asegurar tierras y trabajo a los habitantes. Con esta propuesta se desarrollaría la municipalidad como institución, se fortalecería el federalismo, se mejoraría la situación social y se impulsaría la economía. Para lograr esto, no fue determinante hablar de la supresión de los jefes políticos, como posteriormente se hizo.


	Al no ser considerado el voto particular de Castillo Velasco en los postulados de la Constitución federal de 1857, volvió a exponer su pensamiento liberal sobre el municipio en 1888, como un vacío en la Constitución. Explicaba que sin libertad municipal, la “soberanía” de los estados era una quimera porque no se podrían resolver los conflictos internos, las instituciones no se garantizarían ni los derechos del hombre. Precisaba:


	Conveniente habría sido, por lo expuesto, que la Constitución hubiera garantizado la libertad municipal y la independencia y la unión de las municipalidades para formar los estados, así como está garantizada la libertad del Estado y la independencia y la unión de ellos para formar la Federación mexicana [Castillo, 1888: 268].


	Castillo Velasco completaba su explicación con una importante diferencia entre la libertad de las municipalidades y la de los Ayuntamientos. La libertad municipal se debía entender como la acción municipal de todos los habitantes, con la seguridad de que esa acción no sería contrariada por la autoridad política (prefectos o jefes políticos), y no se debía delegar en los funcionarios municipales las decisiones de los habitantes, porque los Ayuntamientos solamente se encargarían del ejercicio de determinadas funciones limitadas por los intereses municipales, no podrían tener “soberanía verdadera” (Castillo, 1888: 267).


	Ponciano Arriaga, presidente del Constituyente, expuso el 23 de junio de 1856, la situación que se vivía en el campo mexicano, con la concentración de importantes extensiones de tierra en manos de los hacendados. En su discurso proponía limitar la superficie de terrenos que poseían particulares, para dar tierra a los indígenas y jornaleros para combatir su pobreza. Se manifestó contra las tierras ociosas y abandonadas, las cuales podían ser ocupadas por los habitantes de los pueblos. Declaró:


	Mientras que pocos individuos están en posesión de inmensos e incultos terrenos, que podrían dar subsistencia para muchos millones de hombres, un pueblo numeroso, crecida mayoría de ciudadanos, gime en la más horrenda pobreza, sin propiedad, sin hogar, sin industria ni trabajo. Ese pueblo no puede ser libre, ni republicano, y mucho menos venturoso, por más que cien constituciones y millares de leyes proclamen derechos abstractos, teorías bellísimas, pero impracticables, en consecuencia del absurdo sistema económico de la sociedad [Zarco, 1857: t. I, 547].


	Para solucionar esos problemas era imprescindible para Arriaga, que las instituciones políticas se impregnaran de las necesidades sociales y destrozaran las relaciones de poder que encubrían a la “casta privilegiada” que centralizaba la riqueza territorial. Las instituciones políticas actuarían con la fuerza de la “igualdad democrática” y la “soberanía popular”; esta última perteneciente y representada por las autoridades. Precisaba que los pueblos reclamaban que esa “autoridad justa” fuera la predominante. Proponía no divagar en los derechos constitucionales en abstracto sino consagrar en las leyes las soluciones, pues “[la] Constitución debiera ser la ley de la tierra” (Zarco, 1857: t. I, 548). Dentro del planteamiento de Arriaga, se conjuntan la lamentable situación de algunos pueblos por carecer de tierra, las autoridades que no representaban la soberanía popular, las instituciones políticas (como el municipio) que no respondían a las penurias de los pueblos, además de una Constitución en la que no se examinó la cuestión de la tierra. Todas ellas tenían una aplicación directa en el ámbito municipal, que no fue atendido.


	Isidoro Olvera, otro diputado constituyente con ideas del liberalismo social, propuso una ley orgánica, el 7 de agosto de 1856, para redistribuir la tierra y el agua, utilizando un programa fiscal para contrarrestar las usurpaciones de terratenientes. Buscaba arreglar el derecho de propiedad para quitar los obstáculos que no permitían el desarrollo de la agricultura, la industria y el comercio; así como mejorar la situación de los trabajadores rurales. Sostenía que era necesario que el Congreso se ocupara de la “escandalosa usurpación” de tierras de los pueblos, porque era una “[…] cuestión social que va tomando proporciones tan gigantescas como amenazantes” (Zarco, 1857: t. II, 97-102).


	Tanto Arriaga como Olvera consideraban que el derecho de propiedad tenía un origen social, que se confirmaba por el trabajo y la producción de la tierra. Las sociedades que tenían concentración de la riqueza territorial en manos de la Iglesia o de hacendados, eran consentidas y fomentadas por el tipo de gobierno; por ello, si el Constituyente de 1856-1857 proponía un gobierno que consagra la soberanía del pueblo, entonces éste protegería la propiedad territorial promoviendo su división. Los cambios políticos debían ser simultáneos con los sociales. Señalar facultades y atribuciones de autoridades, dividir poderes y deslindar soberanías no era suficiente, porque el rumbo de la sociedad lo determinaba el grupo terrateniente. Esto hacía que los pueblos se desilusionaran de sus leyes e instituciones. Era imprescindible redistribuir la tierra para terminar con el poder ilimitado de los grandes propietarios, para entonces aplicar los principios constitucionales de una República democrática. El espacio social y político  ad hoc para aplicar estos principios era el municipio; así como también lo había sido para el acaparamiento de la riqueza y la generalización de la pobreza.


	El liberalismo social de Ignacio Ramírez lo apreciamos en dos momentos, durante el Congreso Constituyente y en sus posteriores escritos, al triunfar la República en 1867. El 7 de julio de 1856, en el Constituyente, expuso que los derechos del hombre tenían un origen social; idea rebatida por Arriaga, para quien los derechos del hombre eran anteriores a la ley, ya que el hombre nacía con ellos. La cuestión social también la manifestó mediante una exploración de las relaciones de los jornaleros, que estaban hundidos en la miseria, carentes de salario y tenían la necesidad de comerse el fruto de su trabajo al pagarles con alimentos. Agregaba:


	El inmediato productor de todas las riquezas no disfrutará de ningún crédito mercantil, no podrá ejercer los derechos de ciudadano, no podrá instruirse, no podrá educar a su familia, perecerá de miseria en su vejez y en sus enfermedades. En esta falta de elementos sociales encontraréis el verdadero secreto de por qué vuestro sistema municipal es una quimera [Ramírez, 1984: t. III, 8].


	Para Ramírez, la Constitución debía mejorar la raza indígena con un modesto bienestar distribuido entre todos los individuos, tanto económico como político; de tal manera que el poder municipal fuera la beneficencia organizada. Como los principios del liberalismo social no se plasmaron en la Constitución de 1857, Ramírez continuó insistiendo una década después en sus ideas sobre los Ayuntamientos y el municipio. De manera rotunda, expresó que esas asambleas debían ser “absolutamente independientes y libres en lo que toca a sus privados intereses”. No debía permitir otra fiscalización más que la del pueblo. Los ciudadanos tenían derecho indiscutible de iluminar sus calles, para proporcionarse agua, para proporcionar instrucción a su familia. Continuaba su explicación “[…] las municipalidades, como particulares o como corporaciones, son soberanas” [Ramírez, 1984: t. I, 15-19]. Las relaciones con el gobierno se arreglarían con el derecho civil y con las prescripciones constitucionales. Los Ayuntamientos no debían ceder al atractivo que presentaba un socio acaudalado como lo era el gobierno; no tenían que deliberar en secreto porque debían estar presentes los ciudadanos interesados; su elección sería directa, sin la intervención de otra autoridad, los vecinos expresarían de palabra y por escrito su voto para que un ciudadano fuera su apoderado legítimo. Condenaba a los municipios si seguían bajo la tutela del gobierno:



Libertad, movimiento, vida; sin esto no hay repúblicas ni aun monarquías en prosperidad. Estos sistemas envejecidos a que sujetamos nuestros municipios, forman intrigantes y no ciudadanos, esbirros y bienhechores, y condenan al erario municipal a ser un mellizo del erario general o de las rentas de un Estado, y en su hermandad forzosa, el más débil sufre todas las enfermedades y caprichos del más fuerte y tienen que morir juntos [Ramírez, 1984: t. I, 151].


	Porfirio Díaz retomó la reivindicación de libertad municipal en su lucha para obtener el poder presidencial, aunque no la comprendía dentro de la corriente del liberalismo social. Entre 1877 y 1878, años iniciales del triunfo de la Revolución de Tuxtepec, encabezada por Porfirio Díaz en contra de la reelección de Sebastián Lerdo de Tejada, la libertad municipal formó parte de la agenda legislativa del Congreso federal. Certificar la independencia de los municipios en la Carta Magna era uno de los compromisos del programa del movimiento tuxtepecano, que con este postulado hacía una crítica a la legislación liberal que se había expedido en el país desde hacía 50 años, convirtiendo al municipio en un espacio para manipular el proceso electoral, atado a las disposiciones de los poderes de cada entidad federativa. El principal obstáculo al que se enfrentaron los legisladores no fue el reconocimiento de la libertad o independencia de los municipios, sino conciliar una institución con autogobierno dentro del régimen federal (Acedo, 2009: 49).


	Uno de los personajes más activos en el debate en favor de esa reforma Constitucional que podría garantizar la libertad municipal fue el mexiquense Prisciliano María Díaz González,3 quien defendía como suya la propuesta de libertad municipal suscrita en el artículo séptimo del Plan de Tuxtepec,4 en el que se establecía que, una vez reunido el Congreso federal, uno de sus trabajos sería efectuar la Reforma Constitucional para garantizar la independencia municipal.


	En agosto de 1877, Prisciliano María Díaz González, aunque había sido elegido como diputado suplente, ocupó una curul como propietario en el Constituyente de 1856-1857, y al triunfo de Tuxtepec fue senador por Morelos y diputado por Jalisco en dos ocasiones; anticipó que con esta reforma se introduciría una “revolución en las legislaturas de los estados” y que los falsos defensores de la libertad municipal invocaban que los legisladores federales se entrometieran en el régimen interior de las entidades federativas (Acedo, 2009: 51). Sostenía la libertad municipal defendiendo la soberanía de las entidades federativas.


	En septiembre de 1877, los senadores por el estado de Morelos (entre ellos Díaz González) presentaron una iniciativa de ley relativa a la libertad municipal, donde precisaban que el municipio era libre e independiente en su régimen interior; los Ayuntamientos no podían ser “los agentes de la administración política de los estados”; los asuntos municipales eran: el árbitro de las rentas municipales, la recaudación y administración de esas rentas; la instrucción primaria, las mejoras materiales, la protección de la clase obrera, el nombramiento de empleados municipales, la vigilancia y participación en las prácticas electorales que estableciera la ley, el ramo de beneficencia pública; y terminaba disponiendo que habría juicios de amparo por actos de cualquier autoridad que restringiera la libertad e independencia del municipio o por disposiciones o actos de los poderes municipales que invadieran la esfera de la autoridad federal o la soberanía del estado al que perteneciera el municipio.5


	Díaz González amplió esas ideas en su plan de gobierno como candidato frustrado a la gubernatura del Estado de México, propuesto por el Gran Círculo de Gobierno de México, en enero de 1877:


	Sin faltar nunca a la debida y legal armonía con los poderes federales. Haré que el gobierno y el estado tengan en la Federación la dignidad y prestigio que merecen […] rechazaré con decencia las consignas hasta indirectas del poder del centro, para que sea una verdad la independencia del estado [Sánchez, 1981: 42].


	Dentro de esta independencia en el gobierno interior del Estado de México, proponía la abolición de los jefes políticos, por ser la “institución” que impedía la libertad municipal:


	Acogí con entusiasmo el Plan de Tuxtepec reformado en Palo Blanco, porque proclama e impone la libertad municipal. La procuraré hacer efectiva en el Estado, formulando las iniciativas que la ciencia y la experiencia propias y de los hombres más ilustrados me inspiren. Y como está y ha estado en mi conciencia, que esa libertad es incompatible con la institución de jefes políticos, procuraré abolirla. Los pueblos no necesitan de esos terribles tutores que han sido siempre los verdugos del sufragio libre y los instrumentos de las miras bastardas de los superiores. ¡Ojalá y la revolución triunfante no conservara todavía la institución que nulifica su conquista y es el anacronismo de la libertad municipal! [Sánchez, 1981: 43].


	Para hacer efectivas la abolición de los jefes políticos y la libertad municipal, proponía en su plan de gobierno, incorporarlas como reformas constitucionales, estableciendo tres secretarios de gobierno, que a la vez que construyeran el consejo permanente del gobernador, hicieran práctica la administración directa de los municipios en sus ramos principales. Estas reformas se completarían con la expedición del Código Municipal acorde con los principios de libertad municipal, que serviría de base para realizar el código de la administración general (Sánchez, 1981: 47).


	La libertad municipal la entendía Díaz González como una conquista de la revolución tuxtepequense, constituyendo una reforma del pacto federal, semejante a la que facultaba a los estados a actuar en favor de la libertad municipal (Acedo, 2009: 52).


	Las propuestas de Díaz González no prosperaron, como tampoco las elaboradas por la Comisión Especial del Congreso de la Unión (Manuel F. Soto, Julio D. Vera, M. Blanca, Vicente R. Prieto, Luis P. Castro), cuya finalidad era proponer un proyecto de ley que estableciera la libertad municipal; pretendían hacer efectivas las promesas del movimiento regenerador para el “mejoramiento social y político”. A finales de 1877 se presentaron dos proyectos, en el primero se presentaba un solo artículo que se adicionaría a la Constitución federal: “[…] el municipio libre e independiente en su régimen interior. La ley determina sus principales bases que reglamentarán las legislaturas de los estados”.6


	Un proyecto de ley alternativo estaba integrado por cinco artículos. La comisión explicaba que la base principal del proyecto era la elección popular de las autoridades municipales, integradas de acuerdo a las leyes vigentes en cada municipalidad; además, el presidente municipal ejercería la autoridad política en su demarcación, con apoyo del Ayuntamiento, sin la injerencia de autoridades políticas locales. En las atribuciones de los cabildos estaba la verdadera independencia, era imprescindible que no se limitaran y con ello hacer ilusoria la independencia municipal, pero tampoco que no se ampliaran de manera desmedida como para que convirtieran a los municipios en rivales de las autoridades estatales y federales; por lo que se convino en que las atribuciones fueran la recaudación de sus fondos, el nombramiento y remoción de sus empleados, el arreglo de asuntos administrativos que les encomendaran las leyes federales y estatales, el cuidado de la inviolabilidad de los derechos del hombre e impedir injerencias electorales. En cuanto a las obligaciones, pretendían que la independencia municipal existiera en beneficio de los pueblos, se intentaba cuidar de los intereses locales, sin perturbar el orden público; por lo tanto, sus obligaciones eran mandar presupuestos anualmente al Congreso para su aprobación, remitir cuentas de recaudación e inversión de fondos; se requería dar más eficacia de las garantías y propiedades, sin invertir el orden social, ni el gobierno de los estados. Nada ponía en contra de las Constituciones estatales porque no había facultades para reformarlas; y finalmente, proponían que las legislaturas arreglaran el gobierno interior de las municipalidades.7


	Uno de los problemas que se preveían era que los gobiernos municipales independientes se podían insubordinar contra la autoridad de los gobiernos superiores. Se discutía el significado de la libertad municipal, ya que se comentaba que la independencia municipal no era para que los Ayuntamientos y pueblos dispusieran como quisieran de las personas y cosas del municipio, sino para que unas y otras quedaran protegidas en contra de los posibles abusos por parte de los gobernantes de los estados, o de la Federación. Se discutía que la propuesta de ley atacaba la independencia de los estados.


	Otra objeción a los proyectos de libertad municipal fue la anulación del pacto federal, al quedar los municipios sujetos a los poderes federales, entonces se daría la centralización del gobierno, donde los estados tendrían un papel secundario, sin facultades en el gobierno municipal. La pregunta central era: “La base de la organización municipal, ¿debe ser establecida por los estados o por la Unión?”.8 Se consideraba que con los proyectos presentados se atentaba en contra de la soberanía de los estados porque sería la Federación quien legislaría sobre los municipios; por ello se cuestionaba: “¿No será esto, atacar su soberanía e independencia? ¿No será esto un paso dado hacia el centralismo, pues se les quita a los estados la facultad importante, esencial, de darse (a sí mismos) su forma de gobierno? ¿No será esto dar un golpe de gracia a la Federación?”.9


	Ante la indefinición del Congreso general, se creó un Comité Tuxtepecano, en abril de 1878, que tenía por finalidad el cumplimiento del Plan de Tuxtepec. Sobre el art. 7 que elevaba el poder municipal dándole libertad de acción, expresaban que “ha sido vilmente despreciado”.10


	Una de las últimas excitativas al Congreso de la Unión pidiendo información acerca de los resultados de la comisión encargada de presentar el proyecto de ley sobre libertad municipal, la hizo José González Porras, en octubre de 1878. La respuesta la ofreció la prensa al expresar que el ideal de libertad municipal era muy adecuado para que el pueblo eligiera a sus autoridades, pero “[…] estorba y perjudica a ciertos ambiciosos, a muchos retrógrados”.11 Articulaba la libertad municipal con la reforma electoral:


	[…] toda reforma o modificación será inútil si a la organización política y municipal no se le da una creación más democrática, más popular y más conforme con nuestro código fundamental.12


	Además de expresar la inquietud de libertad municipal en el Congreso de la Unión, siguieron publicando en la prensa, manifiestos y artículos relacionados con el tema, de la autoría de liberales radicales y de “socialistas”. Entre los primeros mencionamos a Vicente Riva Palacio y Enrique Enríquez, y entre los segundos, a Plotino C. Rhodakanaty.13 Riva Palacio consideraba a los municipios como la base y clave de la sociedad republicana y de los gobiernos democráticos, características que habían perdido porque se habían convertido en “mercados electorales”. Por ello, apoyaba la propuesta de libertad municipal del general Díaz, exponiendo:


	El programa liberal de la revolución que promete plena independencia a los municipios en la esfera de sus atribuciones, vigorizará el espíritu de la sociedad, derogando las antiguas y anticonstitucionales leyes que los hacen juguete de las candidaturas oficiales.14


	Enríquez propuso que el municipio podía devenir “un cuarto poder federal”, para que se convirtiera en el motor social, para que los habitantes tuvieran libertad en sus actividades cívicas y [entonces] “nuestro pueblo podrá llamarse soberano”.15 Su propuesta se identificaba con las disposiciones de la Constitución del estado de Hidalgo.


	Rhodakanaty escribió, en 1877, un documento titulado “La salvación del pueblo y estabilidad del gobierno está en la independencia del municipio”; en el cual señalaba que para mejorar la lamentable situación del país, en cuanto al abandono de la agricultura, la postergación del comercio, la parálisis de la minería, la concentración de la riqueza y la educación escolar superficial, era imprescindible que se cumpliera la promesa del gobierno de Porfirio Díaz de libertad municipal. Explicaba:


	[…] debe constituir provisionalmente el cuarto poder federal de la nación, para transformarse enseguida en asamblea administrativa, liquidando los poderes para sustituirlos con la organización económica y dar nueva vida a la República.16


	Su objetivo al apoyar la creación de libertad municipal era construir un sistema de gobierno diferente, basado en el “socialismo”. Desde su punto de vista, éste era el único sistema que podría proporcionar igualdad entre los integrantes de la sociedad, mediante la organización del trabajo, la justa retribución del trabajo y la dirección de las fuerzas económicas de la sociedad. Solamente el municipio podría ser el motor de cambio en la dirección de la política, el derecho al trabajo, la adecuada subsistencia, la destrucción de los monopolios y la regularización de la propiedad individual.


	Esta gloria estaba reservada al socialismo, cuyo espíritu benefactor esparciendo sus saludables doctrinas ha logrado incrustar en el plan regenerador del nuevo gobierno el gran principio de la independencia del municipio que es el áncora de salvación para los pueblos.17


	Un importante liberal de la época, J. M. Vigil, reveló que la promesa tuxtepecana de libertad municipal no se había cumplido, porque sólo se utilizó para “halagar los sentimientos populares”; pero una vez que el grupo de Díaz llegó al poder, se entibió su intención de perfeccionar el sistema político. Agregaba que, al no llegar a proponer legalmente la libertad municipal, los gobernantes entraron en una contradicción, ya que “[...] dándose el nombre de demócratas y republicanos, rechazan la libertad municipal”. Esta incongruencia la explicaba diciendo que en la sociedad y en las autoridades se daba una mezcla confusa entre “ideas progresistas” y “principios atrasados”, que manifestaban el estado de transición del gobierno de Díaz, que no le era posible terminar con los hábitos pasados, que no podían vivir con las conquistas democráticas.18


	Ante el panorama incierto, el Congreso del Estado de México decidió encargarle (a finales de 1876) a las comisiones de Puntos Constitucionales y de Gobernación que presentaran un dictamen que retomara las posibles reformas a la Constitución estatal, sobre la conveniencia de crear el poder municipal; ya que éste sería la base del sistema representativo. Un año después todavía no se presentaba el dictamen, solamente se discutía la formación de un código municipal, expresando que “[…] los Ayuntamientos carecen en la actualidad de norma, carecen de regla para vivir como entidades municipales”.19


	Algunos Ayuntamientos del Estado de México también levantaron su voz en favor de la libertad municipal.  En 1877, cinco cabildos del distrito de Chalco elevaron, al Congreso de la Unión y al Congreso del Estado de México, una iniciativa para reclamar la independencia municipal; fueron los primeros Ayuntamientos que atendían la promesa de Tuxtepec acudiendo a las autoridades responsables de la reforma Constitucional. En sus bases fundamentales, proponían que el municipio se convirtiera en el cuarto poder y la creación de una diputación municipal en lugar de jefe político; entre los asuntos principales de los municipios destacaban los asuntos sobre el repartimiento de tierras comunales y sus respectivos títulos de propiedad:
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